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en nuestro país, para acabar constatando que, en estos
momentos, la acción exterior sufre un problema de
descoordinación política.

En segundo lugar, el texto analiza la ejecución de la
política exterior española a lo largo de 2005, en un
contexto europeo e internacional que se muestra
adverso. Así, la crisis de la Unión va a dejar el europe-
ísmo del Gobierno en dique seco, mientras que la
“relación fría” con Estados Unidos va a hacer de deci-
siones del Gobierno español en América Latina
(Venezuela) motivos de tensión internacional. La polí-
tica española a lo largo del año ha sido, como se verá,
una mezcla de innovación (instrumentos financieros
para la cooperación al desarrollo), reparación (de las
relaciones afectadas por la etapa Aznar, por ejemplo
con Marruecos) y pragmatismo, en aras de la defensa
de intereses económicos (caso de China). Todo ello, sin
repetir el error de los primeros meses del Gobierno
Zapatero, que animado por un espíritu de solucionar
problemas (solving problems approach), anunció objeti-
vos ambiciosos (resolver el conflicto del Sáhara Occi-
dental) o, incluso, dio consejos inoportunos (famosas
declaraciones de Zapatero en Túnez). En otras pala-
bras, el año 2005 aporta una buena dosis de prudencia
y realismo. El texto incidirá, en mayor o menor medida,
en los aspectos destacados de la agenda tanto regional
(Europa, América Latina, Mediterráneo y referencias
a China y África Subsahariana) como temática (coope-
ración al desarrollo, inmigración, mantenimiento de la
paz, lucha contra el terrorismo).

Normalización del disenso 
y legitimidad democrática

Gustavo de Arístegui, portavoz del PP en la Comi-
sión de Asuntos Exteriores del Congreso de los
Diputados, iniciaba el año 2006 afirmando que el PP
tiene “todo el derecho de discrepar ideológicamente
(...) de la política exterior del Gobierno español”1. De
este modo se cerraba un año en el que las referencias al
consenso habían sido constantes. El Gobierno empezó
hablando de éste como si se tratara de la recuperación
de un pasado idealizado; para pasar después a reducir
sus expectativas y hablar de una noción de consenso
limitado e incluido en el debate político (Moratinos,
2005a). A pesar de alguna llamada en este sentido
(propuesta de Rajoy en una reunión del partido en
Sigüenza, en enero de 2005), el PP por su parte ha
manifestado sistemáticamente, por boca de sus repre-
sentantes, que las diferencias entre ambos en materia
internacional son cuestión de principios y de valores
fundamentales y éticos (Arístegui, 2005).

Ello deja atrás la cultura política del consenso –vincu-
lada, en su momento, a la necesidad española de inser-
tarse en el sistema europeo e internacional– para entrar
en un escenario en el que la política exterior española
nos remite a ideologización (Ortega, 2005) y politiza-
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La política exterior y de seguridad de España es, como
toda política exterior, el resultado de la interacción
entre las dinámicas internas y la naturaleza cambiante
del medio internacional. Dos ideas esquemáticas permi-
ten al lector captar lo más característico de dicha inter-
acción en el caso español a lo largo del año 2005. Por un
lado, cabe hablar en el ámbito interno de la normaliza-
ción del disenso entre las fuerzas políticas mayoritarias
(PSOE y PP) a la hora de elaborar la política exterior.
Cosa que, bajo la fórmula de “las dos visiones”, venía
siendo anunciada durante los últimos años en estas mis-
mas páginas (Calduch, 2004; Sahagún, 2005). Por otro
lado, el Gobierno español se ha encontrado con un me-
dio internacional adverso para su “visión”. En otras
palabras, mientras el Gobierno Zapatero estaba pensando
en un mundo “sin Bush y con Constitución Europea” se
ha encontrado con un mundo “sin Constitución Euro-
pea y con Bush”.

El texto aborda, en primer lugar, la política exterior
española desde el ámbito doméstico, dando relevancia
a varias cuestiones: el tema, ya clásico, del consenso en
nuestra política exterior (si bien aquí hablaremos de 
la normalización del disenso); el interés del actual
Gobierno por la legitimización democrática de la polí-
tica exterior; la voluntad de Zapatero y su Gobierno de
crearse una identidad internacional propia, y clara-
mente diferenciada de la opción Aznar, y, por último,
una referencia al eterno problema del servicio exterior

         



ción (Aixalà, 2005). Situación perfectamente percibida
por los ciudadanos (86% de los españoles perciben des-
acuerdo entre PP y PSOE en política exterior) (BRIE,
2005a). Ese derecho a la diferencia ideológica, reclama-
do por Arístegui, normaliza la política exterior españo-
la2, ya que la política exterior no se sitúa al margen de la
política en general (Hill, 2003) y, como tal, entra en el
debate ideológico y político. Es más, se puede afirmar
que es un síntoma más de europeización, si tenemos en
cuenta que el Parlamento Europeo es habitualmente
escenario de fracturas ideológicas por temas internacio-
nales entre las dos grandes familias políticas de Europa
(socialistas y populares), sin que por ello hayan desapa-
recido las fracturas por lógicas nacionales.

Esa lógica de defensa de intereses nacionales subyace
justamente en las demandas del ministro Moratinos a
la oposición, a lo largo de 2005, para llegar a un acuerdo
en el Parlamento español en torno a la negociación de las
perspectivas financieras de la UE para el período 2007-
2013. Si el acuerdo no se consiguió en torno a un caso
en el que se trataba de perder, más o menos, pero de

perder en definitiva (rentable políticamente para la
oposición); en cambio, el compromiso del PP 

con el sí en el referéndum de la Constitución
Europea ha de leerse como límite natural

del disenso. 2005 puede considerarse
el año de la normalización del di-

senso, pero no ha sido momen-
to de debate político para

abordar esos límites
naturales (base mínima

en términos de continui-
dad internacional de España)

ni cualquier otra cuestión de polí-
tica exterior. Más que debate de ideas,

2005 ha dejado un reguero muy poco
constructivo de descalificaciones, tanto políti-

cas como personales.
Asumir la desaparición de la cultura política del

consenso ha hecho aflorar entre los políticos, como
hemos visto, referencias a principios éticos y a valores
en el discurso de la política exterior española.
Legalidad y legitimidad han sido términos de referen-
cia constante por parte del Gobierno para exponer su
actuación. Así podemos leer en el balance del primer
año de Gobierno, publicado por el Ministerio de la
Presidencia, que “el Gobierno ha puesto la política
internacional española bajo el paraguas de la fuerza del
derecho (énfasis del autor)” o que persigue “la realiza-
ción de una auténtica política exterior democrática”.
En efecto, la legitimidad (democracia y apoyo ciudada-
no) ha sido referencia constante para la elaboración de la
política exterior en 2005. En lo relativo al apoyo ciuda-
dano hay que recordar que ése es uno de los rasgos que
el actual Gobierno deseaba potenciar para diferenciar-
se del anterior en materia exterior. En ese sentido, por
ejemplo, el presidente Zapatero propuso al pleno del
Congreso, en junio de 2005, la creación de una subco-

misión para dinamizar el debate sobre la Unión Euro-
pea con la sociedad. Podría interpretarse como una
autocrítica del Gobierno, a toro pasado, si tenemos en
cuenta que ni el Gobierno, ni los partidos políticos
mayoritarios, aprovecharon una oportunidad única
como el referéndum sobre la Constitución Europea
para abrir un debate público y hacer partícipe a la ciu-
dadanía (Torreblanca, 2005a), más allá del voto formal.

De manera genérica, sin embargo, se puede apuntar
que la actuación del Gobierno a lo largo de 2005 ha
dado espacio a la participación social (reforma del ser-
vicio exterior, orientación de la cooperación al desarro-
llo) y ha sido refrendada de manera amplia por la
ciudadanía, si atendemos a las encuestas de opinión
pública, en cuestiones como la impronta social de la
política española hacia América Latina, la orientación
fundamentalmente europea de la política exterior o el
aumento de la ayuda al desarrollo (CIS, 2005). Ahora
bien, las encuestas hacen aflorar un par de temas dig-
nos de ser reseñados: por una parte, que la fractura
ideológica derecha-izquierda en materia internacional
se traslada, aunque en menor medida, a la sociedad 
(el tema de las relaciones con Estados Unidos es un
ejemplo claro)3 y, por otra parte, que algunas de las
opciones públicamente relevantes de la política del
Gobierno (relaciones con Chávez o presencia de tropas
españolas en la Fuerza Internacional de Asistencia a
Afganistán) no son bien acogidas por la sociedad
(Hugo Chávez es un líder muy mal valorado por los
españoles4) o por los sectores sociales de izquierda (la
presencia española en operaciones multinacionales, en
Afganistán o Haití, tiene mejor recepción entre los
sectores de derecha que de izquierda).

Más allá de la legitimidad proveniente del respaldo
ciudadano, el Gobierno Zapatero ha potenciado en su
discurso la democracia en política exterior, con una
mayor implicación del Parlamento en la toma de deci-
siones. Ello se ha sustanciado, a lo largo de 2005, en
novedades como la diplomacia parlamentaria o la auto-
rización previa del Parlamento para la participación de
tropas españolas en misiones internacionales; “por pri-
mera vez en democracia”, como señaló Zapatero en el
pleno del Congreso en septiembre de 2005. La puesta en
marcha de la diplomacia parlamentaria ha supuesto la
presencia de diputados en viajes del rey o del presidente
del Gobierno al extranjero o el diseño de una agenda de
viajes de parlamentarios (Irán, Estados Unidos), diri-
gidos por el presidente de la Comisión de Asuntos
Exteriores del Congreso, Antoni Duran i Lleida.

Mientras en el terreno de la diplomacia parlamenta-
ria se pudo conseguir el acuerdo de todas las fuerzas
políticas, sobre la base de su positivo efecto multiplica-
dor para la diplomacia española, no se puede decir lo
mismo respecto al control parlamentario de la partici-
pación de Fuerzas Armadas españolas en operaciones
internacionales. El tema dio lugar a lo largo del año
2005 a una polémica importante entre el PP y los
demás partidos políticos con relación a la Ley Orgá-

R
E

L
A

C
IO

N
E

S
E

X
T

E
R

IO
R

E
S

D
E

E
S

P
A

Ñ
A

A
N

U
A

R
IO

IN
T

E
R

N
A

C
IO

N
A

L
C

ID
O

B
 2

00
5

290

“La legitimidad 
(democracia y apoyo 
ciudadano) ha sido 
referencia constante para 
la elaboración de la 
política exterior 
en 2005”

     



nica de Defensa Nacional, finalmente aprobada en
septiembre de 2005 (sólo el PP votó en contra). El
Gobierno justificó la necesidad de dicha ley por la
obsolescencia de la anterior (aprobada en 1980) y por
las nuevas realidades (misiones internacionales). A
nadie se le escapa, lógicamente, que el debate sobre 
la ley ha supuesto una “revisión” de la actuación del
Gobierno Aznar durante la crisis de Irak. La ley in-
corpora, aspecto que el PP rechazó, la autorización
previa del Parlamento para el despliegue de tropas (el
PP proponía el examen, no la autorización, con carác-
ter previo). Esta cuestión, que para algunos grupos
como Izquierda Unida, es vital para hablar de auténti-
co control democrático fue criticada desde las filas del
PP por los problemas que puede plantear a España a la
hora de cumplir con sus compromisos internacionales,
asumidos en el marco de organizaciones de seguridad.

Identidad internacional 
y servicio exterior

Junto a la legitimidad, el discurso de la acción exterior
del actual Gobierno ha hecho de los principios éticos y
de los valores (legalidad internacional, solidaridad, jus-
ticia social, multilateralismo) una constante, que le lleva
a redefinir líneas de actuación de nuestro país en el
ámbito internacional, en temas como la lucha contra 
el terrorismo (vinculación de lucha contra el terrorismo
con lucha contra la pobreza y diálogo cultural) o la coo-
peración al desarrollo (compromiso de doblar la Ayuda
Oficial al Desarrollo (AOD) durante los cuatro años de
la legislatura). Términos como “visión ética y solidaria”
(Pino, 2005a) o “giro social” (Arenal, 2005a) han apare-
cido en análisis recientes sobre la actuación del Gobier-
no Zapatero. La propuesta de Alianza de Civilizaciones
es lo que mejor simboliza esa voluntad de crear una
nueva identidad internacional para España. Dicha
Alianza, copatrocinada por el primer ministro turco,
Recep Erdogan y asumida por el secretario general de
Naciones Unidas, ha dado lugar en 2005 al primer
encuentro del Grupo de Alto Nivel convocado por Kofi
Annan, en Mallorca en noviembre. Todo ello le ha vali-
do al Gobierno español abundantes críticas de política
retórica en casa, pero también ha marcado algunas
novedades cuyo rédito no es fácil de valorar aún, como
la identificación de la diplomacia española con multila-
teralismo (ONU) y con una nueva aproximación a la
cuestión cultural-religiosa (lanzamiento de la Alianza
de Civilizaciones).

Ese nuevo rumbo en política exterior, en palabras de
Moratinos (2005b) ha merecido críticas muy duras por
parte del PP. Así, la anterior ministra de Asuntos
Exteriores, Ana Palacio (2005), ha definido en la pren-
sa estadounidense la España de Zapatero como una
España que se encoge, que pasa de un perfil alto a con-
vertirse en un jugador de segunda fila en el marco
internacional y con un rol mal definido. Dejando de

lado el discurso de la oposición política, lo cierto es que
la evaluación positiva del giro español en política exte-
rior va a tener mucho que ver con la capacidad de articu-
lar el discurso (concordante con la opinión mayoritaria
de los españoles) con los intereses materiales del país y
traducirlo en estrategia de actuación (planificación de
prioridades, definición de objetivos, elección de instru-
mentos). Ello sugiere, de inmediato, preguntas en torno,
por ejemplo, a la relación hispano-turca impulsada a tra-
vés de la propuesta conjunta de Alianza de Civilizacio-
nes: ¿existe una estrategia para desarrollar dicha relación
y con qué objetivos? Pero también surgen las preguntas
de siempre en torno a la diplomacia española, ¿dispone
de medios y de margen de maniobra suficientes para
mantener una política propositiva y un protagonismo
activo en Naciones Unidas?

Esas preguntas nos llevan a abordar temas de orden
político y administrativo como la “ineludible reforma
de nuestro servicio exterior”, en palabras del ministro
Moratinos (2005b). En ese sentido, 2005 ha sido un año
de tránsito, en el que la Comisión Interministerial
para la Reforma Integral del Servicio Exterior ha ela-
borado, como estaba previsto, un informe que ha per-
mitido a Moratinos presentar su propio informe al
Consejo de Ministros, con el objetivo de adoptar en
2006 una Ley de Servicio Exterior. El análisis del pro-
ceso en curso ha llevado a plantear interrogantes en
torno a la construcción de una estrategia exterior para
España y a la vigencia del principio de unidad de acción
exterior. El establecimiento de constantes y de prio-
ridades de la política exterior, a partir de un cierto 
consenso entre las fuerzas políticas, y la capacidad de
análisis y de previsión se apuntan como necesarias
(Espósito, 2005). Las realidades de 2005 muestran
carencias en uno y otro sentido. En el último caso
(capacidad de análisis y previsión), es evidente que el
tema depende tanto de los recursos disponibles como
de la gestión de los mismos. En materia presupuestaria
se ha anunciado un aumento sustancial del presupues-
to del Ministerio (24% en el año 2006 en comparación
al, 2005), vinculado al aumento importante que tiene
el área de Cooperación al Desarrollo5.

En lo relativo a la unidad de acción, más allá de los
determinantes estructurales que afectan a la política
exterior española (pertenencia a la UE, actividad inter-
nacional de ministerios, entes regionales y locales),
cabe constatar que en el terreno de la dirección política
de la acción exterior, Zapatero no está siguiendo, de
momento, el modelo presidencialista de González y
Aznar, ni tampoco ha aprovechado la existencia de
algunos órganos, como el Consejo de Política Exterior,
para ahondar en dicha dirección política. Consecuen-
cia de ello o no, lo cierto es que a lo largo de 2005 se
han hecho evidentes los desencuentros entre Moratinos
y el ministro de Defensa, José Bono, en diversos temas
de la agenda, con un claro protagonismo de este últi-
mo (viaje secreto de Bono a Venezuela frente el temor
de Exteriores de incomodar a Colombia, desmentido
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de Bono a Moratinos en relación con un anuncio de
ventas de armas a Angola, decisión de enviar tropas
españolas en misión de ayuda humanitaria a Indonesia
tras el tsunami sin conocimiento del Ministerio de
Exteriores, viaje de Bono a Filipinas para negociar la
suspensión de la pena de muerte a un español ya acor-
dada entre el Gobierno filipino y Moratinos).

La vuelta a una Europa en crisis

El deseo del Gobierno español de hacer de la “vuelta a
Europa” un objetivo central para la reestructuración de
su política exterior chocó en 2005 con la dura realidad
de la crisis de la UE. El contexto no facilitó los objetivos
del Gobierno español en materia europea. La voluntad
de recuperar el diálogo privilegiado con Francia y
Alemania (núcleo duro de la vuelta a Europa), anuncia-
da desde el primer momento por el Gobierno Zapatero,
siguió vigente en el escenario de 2005, marcado por el
referéndum sobre la Constitución Europea y por la

negociación de las perspectivas financieras para el
período 2007-2013. Esa vuelta a Europa, que ya se

había traducido en septiembre de 2004 en un
simbólico encuentro Zapatero-Chirac-

Schröder, va más allá, en marzo de
2005, con un encuentro en París a

Cuatro, sumándose Putin a los
tres anteriores. Ello debe

entenderse como la vo-
luntad del eje franco-

alemán de dar relieve a la
“vuelta” de España, sobre todo

por parte de Francia. No en vano,
Rodríguez Zapatero ha sido el primer

presidente español invitado a hablar, en
marzo de 2005 y en plena campaña por el refe-

réndum de la Constitución Europea, ante la
Asamblea Nacional Francesa.
El deseo del Gobierno español de reafirmar su euro-

peísmo frente a sus socios europeos se traduce sobre
todo en que España sea el primer país en ratificar el
Tratado de la Constitución Europea, firmado en octu-
bre de 2004, previo referéndum popular. El referéndum
se convoca de manera rápida, para el 20 de febrero de
2005, y es evidente que el eslogan gubernamental “Los
primeros con Europa” no hace sino ratificar la voluntad
del Gobierno Zapatero de obtener réditos políticos, a
nivel interno y europeo, gracias a la previsible victoria
del sí en España. Se espera, por un lado, un efecto
arrastre, especialmente sobre Francia (Chirac acompa-
ñó a Zapatero durante la campaña en España), y, por
otro lado, anticiparse a la negociación sobre las perspec-
tivas financieras de la Unión para el período 2007-2013,
ya que España será en perspectiva histórica un “perde-
dor” seguro en la Europa de los Veinticinco.

El Gobierno defendió la Constitución Europea frente
a los españoles y pidió su voto afirmativo. Las críticas

a la Constitución procedieron tanto desde sectores que
apoyan el sí, como el PP, por la pérdida de poder de
España en el Consejo de la UE, como de sectores que
piden el voto negativo, como Esquerra Republicana de
Catalunya, que acusó a la Constitución de no recono-
cer la identidad de los pueblos, o Iniciativa per Cata-
lunya, que la rechazó por consagrar la Europa del
capital y por remilitarizar Europa. La falta de partici-
pación social en el debate que, como ya hemos visto,
no fue propiciada por las fuerzas políticas, llevó a una
escasa participación: el 42% de los votantes (la partici-
pación más baja en una consulta electoral desde la ins-
tauración de la democracia). Lo que no despertó gran
entusiasmo ni en España ni en Europa. El sí ganó por
el 76,73% de los votos, si bien la cifra fue menor en
aquellas comunidades (64,64% en Cataluña y 62,61%
en el País Vasco) en las que el debate nacionalista se
activó durante la campaña del referéndum.

Los acontecimientos posteriores -victoria del no en
Francia, en cuya campaña se implicó directamente
Zapatero, y Países Bajos- sitúan al Gobierno español
frente a la necesidad de posicionarse en materia de cons-
trucción europea en momentos de crisis, al sumarse el
fracaso del Consejo Europeo, de junio de 2005, en mate-
ria financiera. El optimismo de la voluntad es la caracte-
rística del Gobierno español que insiste, en un primer
momento, en que continúe el proceso de ratificaciones 
a pesar del no de Países Bajos y Francia. Finalmente, la
decisión adoptada por el Consejo Europeo, en junio de
2005, de abrir un período para reflexionar coincide,
según el secretario de Estado español para la UE, con 
la posición del Gobierno Zapatero (Navarro, 2005). La
falta de plan B por parte del Gobierno español es mani-
fiesta, aunque ello no lo diferencia del resto de gobier-
nos europeos, pues la falta de plan B ha sido la norma y
no la excepción (Torreblanca, 2005b); si bien en España
se han apuntado ideas en torno a un posible plan B,
como las suscritas por el Real Instituto Elcano, que con
un espíritu pragmático ha propuesto, por ejemplo, la
puesta en marcha de dimensiones de la PESC, conteni-
das en la Constitución, aun sin su entrada en vigor
(Powell et al, 2005). Desde la oposición, el PP estuvo
atento en todo momento del proceso a manifestarse en
contra de cualquier plan B que comportara una aproba-
ción por partes de la Constitución, dado que justamente
la primera parte, la más susceptible de aprobarse, es la
que rechazan los populares por el mecanismo de toma
de decisiones en el Consejo.

El dilema de la botella, 
¿medio llena o medio vacía?

El segundo gran tema de la agenda europea, la nego-
ciación de las perspectivas financieras, se revela enve-
nenado para el Gobierno Zapatero, que va a ser el
encargado de asumir el choque ineludible de la reduc-
ción del saldo positivo con la Unión, resultado, en
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